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INFORME DE IMPACTO NORMATIVO EN MATERIA DE IGUALDAD DE 
OPORTUNIDADES, NO DISCRIMINACIÓN Y ACCESIBILIDAD UNIVERSAL DE 

LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD.  
 

D. Alvaro Revilla, en calidad de Director General del Área Social informa:  
 
La Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad constituye el primer convenio internacional que trata de forma 
específica los derechos de las personas con discapacidad. La Asamblea General de 
las Naciones Unidas aprobó la Convención y su Protocolo Facultativo el 13 de 
diciembre de 2006. 

 
En esta convención se opta por un modelo inclusivo, promueve y protege los 

derechos de las personas con discapacidad en todos los órdenes, incluidas aquellas 
personas que necesitan apoyos extensos o generalizados, fomenta su participación 
e inclusión social en igualdad de condiciones, plena accesibilidad y no 
discriminación, reconoce la importancia que para las personas con discapacidad 
reviste su autonomía, independencia individual y la libertad de tomar sus propias 
decisiones. 

 
España ratificó la Convención y su Protocolo Facultativo por Instrumentos de 

ratificación de la Jefatura del Estado, publicados en el Boletín Oficial del Estado el 
21 y el 22 de abril de 2008 respectivamente, produciéndose su entrada en vigor el 3 
de mayo de ese mismo año. Posteriormente, la Ley 26/2011, de 1 de agosto, de 
adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad realiza la adecuación concreta de la regulación en 
materia de discapacidad a las directrices marcadas por la Convención.  

 
 
Del mismo modo, la Unión Europea, mediante Decisión del Consejo de 26 de 

noviembre de 2009, aprobó la Convención Internacional de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. De acuerdo con lo dispuesto 
en los artículos 10.2 y 96 de la Constitución Española, en cuanto al Tratado 
Internacional de derechos humanos, la Convención forma parte del ordenamiento 
jurídico interno y, por tanto, es obligación de los poderes públicos contribuir a la 
efectividad de los derechos y valores que representa. La Ley 25/2014, de 27 de 
noviembre, de Tratados y otros Acuerdos Internacionales, refuerza dicha 
obligatoriedad, estableciendo que son de aplicación directa, y tanto el Estado, 
como las Comunidades Autónomas y entidades locales deben adoptar las 
medidas para su ejecución dentro de su ámbito competencial. 

 
 
La Constitución Española, en su artículo 49, dirige a los poderes públicos la 

obligación de realizar una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e 
integración de las personas con discapacidad a través de la atención especializada 
que requieran y del amparo para el disfrute de los derechos que el título I de la 
Constitución Española otorga a toda la ciudadanía. 
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En cumplimiento del mandato previsto en su disposición final segunda, se 

elaboró por Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con 
discapacidad y de su inclusión social, que recoge la normativa estatal existente en 
esta materia. Este marco normativo estatal se completa con la Ley 39/2006, de 14 
diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en 
situación de dependencia. 

 
La Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su 

inclusión social, reconoció en 2013, a las personas con discapacidad como 
titulares de una serie de derechos y a los poderes públicos como los garantes del 
ejercicio real y efectivo de los mismos, de acuerdo con lo previsto en la Convención 
Internacional de los Derechos de las Personas con Discapacidad. Y establece el 
régimen de infracciones y sanciones que garantizan las condiciones básicas en 
materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de 
las personas con discapacidad. 

 
Esta ley refunde, aclara y armoniza en un único texto y, teniendo como 

referencia a la Convención, las principales leyes en materia de discapacidad:  
 

• Ley 13/1982, de 7 de abril, de integración social de las personas con 
discapacidad (LISMI)  

 

• Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no 
discriminación y accesibilidad universal de las personas con 
discapacidad (LIONDAU)  

 

• Ley 49/2007, de 26 de diciembre, de infracciones y sanciones en 
materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y 
accesibilidad universal de las personas con discapacidad. 

 
Contiene las definiciones básicas de la discapacidad, como son la 

discriminación directa, indirecta, por asociación y acoso, y refuerza la consideración 
especial de discriminación múltiple. Se rige por los principios de respeto a la 
dignidad, a la vida independiente, igualdad de oportunidades, no discriminación, 
accesibilidad universal, diseño para todas las personas, diálogo civil y 
transversalidad de las políticas. Se reconoce expresamente que el ejercicio de los 
derechos de las personas con discapacidad se realiza de acuerdo con el principio de 
libertad en la toma de decisiones, y se protege de manera singular a las niñas, los 
niños y las mujeres con algún tipo de discapacidad. 

 
Los ámbitos de aplicación son telecomunicaciones y sociedad de la 

información; espacios públicos urbanizados; infraestructuras y edificación; 
transportes; bienes y servicios a disposición del público y relaciones con las 
Administraciones públicas; administración de justicia; patrimonio cultural y empleo.  
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Cada ámbito se trata en las normas de desarrollo de la Ley, en la que se 
señala la obligación de que todos los entornos, productos y servicios deben ser 
abiertos, accesibles y practicables para todas las personas gradual y 
progresivamente y, para ello, determina unos plazos y calendarios en la realización 
de las adaptaciones necesarias. 

 
Incluye un título dedicado a los derechos de las personas con discapacidad, 

que llevará su protección a todos los ámbitos, desde la salud, la atención integral, la 
protección social, la vida independiente, la participación en asuntos públicos, incluida 
el empleo y la educación, asegurando en este último un sistema educativo inclusivo, 
prestando atención a la diversidad de necesidades educativas del alumnado con 
discapacidad, mediante la regulación de los apoyos y ajustes correspondientes. 

 
El Congreso de los Diputados ha aprobado el 16 de marzo de 2022 una 

modificación de esta Ley, impulsada por el Ministerio de Derechos Sociales y 
Agenda 2030, para regular la accesibilidad cognitiva, dimensión de la accesibilidad 
universal que hasta ahora carecía de reconocimiento legal en España. 
 

La Estrategia Española sobre Discapacidad 2022-2030 se aprobó por 
Acuerdo de Consejo de Ministros de fecha 3 de mayo de 2022. Concebida como una 
hoja de ruta ambiciosa y posibilista, para que el Estado español, a través de sus 
administraciones y poderes públicos, contribuya a hacer efectivos los derechos 
humanos de las personas con discapacidad y de sus familias. En su elaboración 
están muy presentes la Convención Internacional de las Personas con Discapacidad 
y la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. 

 
Con esta Estrategia España sigue la estela de la Unión Europea, que acaba 

de adoptar un marco similar para el periodo 2021-2030. Dos herramientas que 
convertirán la inclusión en una política comunitaria pero también en una política de 
estado. 

 
Esta Estrategia, como marca la Agenda 2030, se concibe desde un enfoque 

interseccional y con perspectiva de género. Asimismo, dará respuesta a otros 
desafíos transversales como la emergencia climática y el reto demográfico. Del 
mismo modo, la Estrategia está con la España de los pueblos, de las aldeas y del 
campo donde también residen personas con discapacidad. 

 
Esta herramienta nace igualmente para dar voz en las políticas públicas, 

empoderar y apoyar a las personas con discapacidad con grandes necesidades de 
apoyo, y para que las personas con discapacidad psicosocial la vean como elemento 
de orientación hacia sus derechos humanos. 

 
La Estrategia Española sobre Discapacidad pivota sobre el diálogo civil y su 

elaboración se ha democratizado al máximo para que las personas con discapacidad 
y sus familias, con la colaboración de sus entidades representativas, la sientan como 
propia y la vean como un documento que vele por el cumplimiento de sus derechos. 
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Teniendo en cuenta dicha normativa, en relación al apoyo y protección de las 

personas con discapacidad, esta propuesta de ordenanza municipal reguladora de la 
Zona de bajas Emisiones de la Ciudad de Fuenlabrada recoge en su artículo 13 las 
exenciones en las medidas de limitación general a la circulación a motor en la BZE, 
concretamente en el aparado b) de dicho artículo se expone lo siguiente: 

 
• “Vehículos dedicados al transporte de personas con movilidad 

reducida (VPMR), y exhiban reglamentariamente la respectiva TEPMR, 
conforme a lo previsto en los artículos 7.1, 7.2, 9.1 a) y 9.1 b) del Decreto 
47/2015, de 7 de mayo, de Consejo de Gobierno, por el que se establece un 
modelo único de tarjeta de estacionamiento para las personas con 
discapacidad en el ámbito de la Comunidad de Madrid y se determinan las 
condiciones para su utilización y los artículo 6 y 8.1 a) del Real Decreto 
1056/2014, de 12 de diciembre, por el que se regulan las condiciones básicas 
de emisión y uso de la tarjeta de estacionamiento para personas con 
discapacidad, a los efectos de recoger o dejar a las personas a cuyo favor se 
extiende la tarjeta dentro de la ZBE.” 

 
Por otro lado, es el artículo 12.3 se expone que  
 

• “Podrán circular por la ZBE sin más restricciones que las previstas en la 
normativa sobre tráfico y seguridad vial: 

o a) Los ciclos y bicicletas, las bicicletas de pedales con pedaleo asistido, 
los vehículos para personas de movilidad reducida y los Vehículos de 
Movilidad Personal (VMP). 

 
 

Asimismo, el anexo III sobre las “Normas de funcionamiento del Sistema de 
gestión de accesos de vehículos más contaminantes a la ZBE del Ayuntamiento de 
Fuenlabrada”, recoge el procedimiento de exención previsto en el artículo 13 para 
las personas con discapacidad. 

 
Teniendo en cuenta que la ordenanza prevé la posibilidad de circular sin más 

limitaciones que las previstas en la normativa de tráfico a los vehículos para 
personas de movilidad reducida y se regula la exención de la prohibición de circular 
en la Zona de Bajas Emisiones para los Vehículos dedicados al transporte de 
personas con movilidad reducida se INFORMA que la propuesta de ordenanza 
garantiza la igualdad de oportunidades, accesibilidad y no discriminación de las 
personas con discapacidad. 

 
 


